Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, sala III(CNFedContenciosoadministrativo)(SalaIII), 03/10/2007

Pérez, Angel Norberto c. EN - M° Justicia y DDHH - Ley 24.043 (expte. 450506/98)

2ª Instancia. — Buenos Aires, octubre 3 de 2007.

Considerando:

I. La Sra. Juez de Primera Instancia hizo lugar -con costas- a la acción de amparo por mora deducida por Angel Norberto Pérez y, en consecuencia, ordenó al Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) que -en el plazo de veinte días hábiles- se expida con relación al reclamo administrativo que aquél interpuso con fecha 22 de octubre de 1998 y que tramita en el expte. N° 450506/98. Para así decidir, consideró que: 1) la circunstancia que el demandado encuentre reexaminando las solicitudes de otorgamiento del beneficio previsto por las leyes 24.043 y 24.906 a la luz de la jurisprudencia sentada por la C.S.J.N., en el caso "Yofre de Vaca Narvaja" (Fallos: 327:4241 —LA LEY, 2004-F, 550—), no resulta oponible al interesado ni justifica la demora incurrida desde la fecha de inicio del reclamo del actor (22/10/98) hasta la del dictado del fallo mencionado (14/10/04); 2) además ello no extingue la obligación de dictar resolución respecto del requerimiento efectuado, dentro de un plazo razonable; 3) no puede imputársele demora al actor en el trámite del reclamo, ya que no existen constancias de notificación del requerimiento para que acredite los motivos de su exilio y acompañe fotocopia certificada de su pasaporte; y 4) por parte de la Administración se encuentra vencido todo plazo razonable para expedirse sobre la petición de aquél, sin que se haya expresado razón valedera que explique la demora (vide fs. 27/9).

II. El Estado Nacional apela y funda su recurso a fs. 38/43. El recurrente aduce -en síntesis- que no se tuvieron en cuenta las explicaciones brindadas en el informe producido, en el que se indicaron las resoluciones negativas dictadas en relación con casos del mismo objeto que el de autos. Sostiene que no ha sido remisa en el tratamiento de la petición y que la parte no ha urgido la resolución acompañando la documentación que le fue requerida, como así tampoco mediante un pedido de pronto despacho. Además, indica que -conforme se explicitó en el informe- tiene estado parlamentario un proyecto destinado a dar solución legal a estas situaciones. Solicita se revoque la orden de despacho de las actuaciones, como así también la imposición de costas.

III. No asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que no se encuentra configurada la existencia de mora de la Administración.

En primer lugar, cabe destacar que en el ámbito de esta causa no corresponde pronunciarse en relación al acierto o desacierto de la posición adoptada -en sede administrativa- respecto a la admisibilidad de la petición del beneficio en los términos de la ley 24.043, sino acerca de la existencia de mora de la Administración.

Sobre este punto, de las constancias de la causa resulta que Angel Norberto Pérez presentó la solicitud del beneficio en cuestión, con fecha 15/9/1998, que tramitó por expte. 450506/98, sin que -hasta la fecha y a pesar del tiempo transcurrido desde esa petición- hubiese mediado una decisión expresa de la autoridad administrativa (conf. art. 3, ley 19.549).

Además, el apelante tampoco rebate las consideraciones efectuadas en la resolución en recurso en lo atinente a la notificación del requerimiento que dice haber efectuado con el objeto que el actor acompañe determinada documentación a las actuaciones administrativas.

En tales condiciones, no es dable sino concluir que se ha configurado la situación de mora prevista por el art. 28 de la ley citada; por lo que corresponde confirmar la orden de pronto despacho impartida por la Sra. Juez de Primera Instancia.

No empece a ello la circunstancia que pudiere existir criterio divergente respecto a la concesión del beneficio solicitado. Además, la complejidad de la controversia, la intervención de distintos organismos en la solución de las actuaciones y la emisión del dictamen de la Procuración, no resultan causales idóneas para dispensar a la autoridad administrativa por la demora en la que incurrió (conf. esta Sala, "S.I.P.E.D.Y.B. (Sindicato del Personal de Dragado y B. c/ Dir. Nac. de Vías Navegables s/ amparo por mora", del 6/10/98; "Barberan, Luis Florencio c/ E.N.- M° de Economía s/ amparo por mora", del 11/3/02, entre otros).

Es que la Administración tiene el deber jurídico de pronunciarse expresamente frente a las peticiones de los particulares. Este deber de decidir en cada caso concreto -que proviene de un principio que trasciende el marco del derecho público escrito- surge claramente del art. 7, inc. c) de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, que establece que "deben decidirse todas las peticiones formuladas", ya que frente al derecho de petición, garantizado por el art. 14 de la Constitución Nacional, se encuentra la obligación de resolver por la Administración Pública. No decidir o decidir fuera de plazo constituyen conductas irregulares de la Administración que perjudican al particular y atentan contra el accionar eficaz de aquélla (conf. Sala V, "Bongianino, Marcela Andrea c/ U.B.A. -Facultad de Derecho y Ciencias Sociales s/ amparo por mora", del 17/10/95; "Orazi, Norberto Luis c/ Comité Federal de Radiodifusión s/ amparo por mora", del 10/2/99).

Tampoco se advierte que obste a lo que se resuelve la circunstancia que se invoca en relación al estado parlamentario de un proyecto, destinado a dar solución legal a situaciones análogas a las presentes, en las que se peticiona el reconocimiento del beneficio previsto por la ley 24.043, con fundamento en lo decidido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el precedente: "Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ M° del Interior- resol. M.J.D.H. 221/00 (expte. 443.459/98)" del 14/10/04.

IV. Por las consideraciones formuladas precedentemente tampoco se encuentran motivos para apartarse del principio objetivo de la derrota consagrado en materia de imposición de costas (conf. art. 68 del Código Procesal).

Por lo tanto, se resuelve: rechazar la apelación y, en consecuencia, confirmar la sentencia en recurso. Sin costas de alzada, toda vez que no ha mediado contestación de agravios por parte del actor.

Teniendo presente la naturaleza y resultado del proceso y la calidad y extensión de la tarea profesional (arts. 6, 9, 36 y ccs. del Arancel de Abogados y Procuradores), se elevan los honorarios fijados en primera instancia, a la suma de dos mil cien pesos ($ 2100).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse. — Jorge Esteban Argento. — Carlos Manuel Grecco. — Sergio G. Fernández.

